El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 
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Proceso: 

 Liquidación Sociedad Patrimonial 
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INCIDENTE DE OBJECIÓN DILIGENCIA DE INVENTARIOS / APLICA NORMA PROCESAL VIGENTE AL INICIO DE INCIDENTE / PASIVOS NO INCLUIDOS /IMPROCEDENTE SU INCLUSIÓN EN ESTE TRÁMITE / SOLICITUD DE COMPENSACIONES / NO PROBÓ QUE LOS GASTOS EN LOS QUE INCURRIÓ FUERON CON BIENES PROPIOS / En primer lugar, es oportuno decir que se trata de un incidente de objeción a la diligencia de inventarios y avalúos que el juzgado de primer grado tramitó, acertadamente, conforme a las normas del Código de Procedimiento Civil, pues ese acto inició en noviembre de 2015, cuando todavía estaba en vigencia dicha normativa. Decidida la objeción, el proceso continúa rigiéndose procesalmente por las normas del Código General del Proceso, tal como lo dispuso el juez de primer grado en auto del pasado 18 de septiembre (f. 114); sin embargo, para la resolución de la objeción misma en esta sede, lógicamente deben aplicarse las reglas señaladas en la anterior codificación, que son las que gobernaban el asunto.

(…)

En efecto, según se dijo, el artículo 601-1 del C. de P. Civil, prevé que la objeción al inventario tiene por objeto que se excluyan partidas que se consideren indebidamente incluidas, o que se incluyan las compensaciones, sea a favor o a cargo de la masa social, disposición que no autoriza, en consecuencia, la inclusión de nuevos pasivos, sino que se excluyan los denunciados que fueron indebidamente incluidos, por lo que el préstamo en BANCOLOMBIA por la suma de $89.730.660,oo, al tratarse de una deuda nueva, ya no puede ser tenida en cuenta dentro del presente trámite. La misma suerte corre el crédito hipotecario en BBVA, pues dicha deuda fue denunciada en la diligencia de inventarios y avalúos y debido a la objeción de la parte demandante, fue retirada y se ordenó la devolución de los documentos, por lo que no se puede aprovechar esta etapa de objeciones como una nueva oportunidad para volver a insistir en ella, pues este no es el fin de la norma, cuyo objetivo principal, como se ha dicho, es que se excluyan del haber social activos y pasivos, nunca que se incluyan, mucho menos cuando dicha partida ya fue objeto de debate.

(…)

Y por el otro, se entiende que las recompensas deben obedecer al menoscabo del patrimonio propio de uno de los cónyuges o compañeros permanentes, en beneficio del otro, o de la masa común, o al incremento del patrimonio propio con menoscabo del común, por lo que ellas pueden ser de la sociedad a los cónyuges o compañeros, de estos a la sociedad, o de ellos entre sí, como atinadamente señala la doctrina . Y aquí basta decir que si la sociedad patrimonial se extendió entre julo de 2002 y enero de 2013, los pagos que se hubieran efectuado en ese interregno por parte de alguno de los compañeros, se entienden efectuados, a falta de prueba en contrario, con bienes sociales y no con bienes propios, lo que indica que el patrimonio mismo de la demandada no pudo haberse afectado. Probar que así fue, esto es, que para esos pagos utilizó sus bienes suyos y no los que de común se adquieren durante la sociedad y luego pasan a formar parte del haber, era carga suya que no cumplió
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Expediente 66001-31-10-001-2014-00693-02

  



Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la asesora judicial de la demandada contra el auto del 22 de agosto de 2017, proferido por el Juzgado Cuarto de Familia local, en este proceso de liquidación de sociedad patrimonial instaurado por Luis Javier Castañeda Chávez frente a María Inés Hernández Silva. 
   



ANTECEDENTES

  



En la diligencia de inventarios y avalúos llevada a cabo en el referido proceso, la demandada incluyó en la “PARTIDA CUARTA” un vehículo, de placa MUY-557, que fue objetada por el actor con el argumento de que dicho bien fue adquirido en diciembre de 2013, ya disuelta la sociedad patrimonial de hecho, hecho que ocurrió en enero del mismo año. 

A la vez, objetó los inventarios y el avalúo, por la sobrevaloración de los inmuebles por parte del perito; además, solicitó agregar una partida relacionada con un vehículo, incluir unos pasivos y el reconocimiento de unas compensaciones (f. 64 y 65). 

En el término de traslado las objeciones, el apoderado del demandante solicitó que no se acojan los pasivos ni las compensaciones alegadas por la demandada, y respecto al dictamen indicó que se encuentra conforme “…a la realidad comercial…”; no discutió la inclusión del vehículo como activo, tanto así que en la misma diligencia se llegó a un acuerdo sobre su precio (f. 73 a 77). 

El perito aclaró el precio de los bienes objeto de inventario (f. 71 y 72), escrito del que se dio traslado, término que utilizó la demandada para aceptar los valores allí consignados y pronunciarse acerca de lo expuesto por su contraparte sobre las objeciones (f. 81 a 83)

Recolectadas las pruebas (documentales), en el auto del 22 de agosto de 2017, señaló el Juzgado, en primer lugar, la prosperidad de la objeción de la parte demandante, debido a que el vehículo automotor de placas MUY-557 es un bien propio y no social, porque se adquirió después de disuelta la sociedad patrimonial, así lo aceptó la contraparte. 
En cuanto a la objeción de la demandada, se indica en la providencia que lo atinente al valor de los inmuebles “Acorde con el artículo 601-1 del CPC, no se trata de una objeción, pues no está dentro de esos supuestos de hecho. No obstante, con la aclaración que hizo el perito sobre su avalúo, no hay ya reparos al respecto, acogiéndose finalmente el valor asignado en esa aclaración.” En lo que tiene que ver con los pasivos, señaló que con base en el artículo citado, “…no es posible objetar la diligencia de inventarios y avalúos para efectos de incluir pasivos. Más aún, el pasivo correspondiente al crédito en favor del BBVA, fue incluido denunciado en la diligencia de inventarios y avalúos, pero allí mismo fue excluido, por haberse objetado”. 

Finalmente, negó la inclusión de las recompensas, pues, para que los pagos tuvieran tal calidad, se “…debió haber manifestado y probado, que los dineros con los que pagó, habían sido adquiridos durante la sociedad patrimonial a título gratuito, (herencia, legado o donación), sin que ninguna precisión se hubiese hecho al respecto. De ahí que habrá de entender, que pagó con dineros de la sociedad patrimonial, porque para la época en que los realizó, se encontraba vigente la sociedad patrimonial”. Además, en cuanto al alquiler al demandante del vehículo de placas PEZ-268, y del cual se pide recompensa, “no es posible que sobre lo expresado, pueda constituirse una recompensa de la manera pretendida, pues se necesita de otros hechos que se encasillen dentro de ese concepto”.
   



El Juzgado no repuso la decisión y concedió el subsidiario de apelación, que va enfocado principalmente a que se revoque el auto “…con el fin de incluir los pasivos y las compensaciones, a favor de mi clienta MARIA INES HERNANDEZ SILVA, los cuales denuncié en el incidente de objeción a los inventarios y avalúos; y que se tengan en cuenta las pruebas concedidas y decretadas que obran en el expediente, las cuales usted no tuvo en cuenta para fallar; como fueron las certificaciones enviadas a la Secretaría de Hacienda Municipal Pereira, al Banco BBVA y a las administraciones del Conjunto Maracay, Empresa Mobiliaria y Centro de Especialistas” (f. 94 a 98). 

CONSIDERACIONES

1. El recurso es procedente en virtud de lo dispuesto por el numeral 5º del artículo 321 del Código General del Proceso. 
2. En primer lugar, es oportuno decir que se trata de un incidente de objeción a la diligencia de inventarios y avalúos que el juzgado de primer grado tramitó, acertadamente, conforme a las normas del Código de Procedimiento Civil, pues ese acto inició en noviembre de 2015, cuando todavía estaba en vigencia dicha normativa. Decidida la objeción, el proceso continúa rigiéndose procesalmente por las normas del Código General del Proceso, tal como lo dispuso el juez de primer grado en auto del pasado 18 de septiembre (f. 114); sin embargo, para la resolución de la objeción misma en esta sede, lógicamente deben aplicarse las reglas señaladas en la anterior codificación, que son las que gobernaban el asunto.  
3. Dejando claro lo anterior, es necesario concentrar el problema jurídico en definir si dos pasivos que se quisieron hacer valer en la objeción a los inventarios y avalúos (un saldo de un crédito hipotecario en BBVA por valor de $68.470.434,41 y un préstamo en BANCOLOMBIA por la suma de $89.730.660,oo y las compensaciones alegadas por la parte demandada, deben ingresar a los inventarios y avalúos como alega la recurrente, o no, según lo decidió el funcionario. 
4. 
Respecto del primer punto de inconformidad y en orden a establecer si acertó el juez, es del caso recordar que la finalidad primordial de la diligencia de inventarios y avalúos, es la de establecer, a ciencia cierta, qué bienes integran el haber de la sociedad patrimonial, en este caso, con la posibilidad de que puedan ser objetados por las partes, conforme lo prevé el artículo 601 del Código de Procedimiento Civil, con el propósito de que “…se excluyan partidas que se consideran indebidamente incluidas, o que se incluyan las compensaciones de que trata el artículo precedente ya sean a favor o a cargo de la masa social”.
Ese pasivo de la sociedad conyugal se puede concebir como externo e interno. El primero, contenido fundamentalmente en los artículos 1796 (que algunos estiman derogado por la Ley 28 de 1932), 1797 y 1800 del Código Civil, 2º de la Ley 28 citada, y 62 y 63 del Decreto 2820 de 1974. Y el segundo, en los artículos 1781, 1790 y 1797 del mismo estatuto. Difieren, por su denominación, en que aquel corresponde a las deudas de la sociedad conyugal para con terceros; este, en cambio, a las que se contraen a favor de los cónyuges.

Emerge de allí, que el pasivo externo se ocupa, entre otras cosas, de las obligaciones que se hubieran contraído con terceros para el mantenimiento de los cónyuges, el de los descendientes comunes, su educación y establecimiento o cualquier otra carga de familia; por eso, más genéricamente el artículo 2º de la Ley 28 de 1932 (que para algunos derogó al artículo 1796 del Código Civil
), enseña que “Cada uno de los cónyuges será responsable de las deudas que personalmente contraiga, salvo las concernientes a satisfacer las ordinarias necesidades domésticas o de crianza, educación y establecimiento de los hijos comunes, respecto de las cuales responderán solidariamente ante terceros, y proporcionalmente entre sí, conforme al Código Civil”. Sea que las dos normas estén vigentes, o bien, porque se entienda que una fue derogada por la otra, lo cual no es del todo claro, porque después el art. 62 del Decreto 2828 de 1974 modificó el ordinal segundo del artículo 1796, lo cierto es que tal pasivo se conforma con las deudas de la sociedad frente a terceros, esto es, para el caso que nos atañe, cuando para la satisfacción de las aludidas cargas familiares, se ha contraído una obligación que está pendiente de pago. 

El pasivo interno, por su parte, obedece a aquellas deudas que subsistan al momento de la liquidación, a cargo del patrimonio social y a favor de uno de los cónyuges, pero claramente determinadas, como aquello que, según el artículo 1781 (numerales 3 y 4) deba restituirse; o el exceso en la venta con subrogación (art. 1790); o el precio de un bien propio vendido sin subrogación (art. 1797).
En el caso de ahora, los pasivos que se quieren incluir son deudas que tiene la cónyuge con terceros, las cuales adquirió durante la vigencia del matrimonio y que subsisten al momento de la liquidación, son pasivos internos, los cuales deben ser objeto de estudio, con el fin de verificar si cumplen los requisitos legales y probatorios para ver si deben ser incluidas en los inventarios y avalúos. 
  



Sin muchas lucubraciones, se puede inferir que los pasivos alegados, en este caso, i) un préstamo en BANCOLOMBIA por la suma de $89.730.660,oo y ii) un saldo de un crédito hipotecario BBVA por valor de $68.470.434,41, no estaban llamados a incluirse en esta etapa procesal (objeción), pues, en cuanto al primero, se trata de una nueva denuncia, no involucrada en los inventarios y avalúos, y referente al segundo, es un pasivo que ya había sido objeto de controversia.

En efecto, según se dijo, el artículo 601-1 del C. de P. Civil, prevé que la objeción al inventario tiene por objeto que se excluyan partidas que se consideren indebidamente incluidas, o que se incluyan las compensaciones, sea a favor o a cargo de la masa social, disposición que no autoriza, en consecuencia, la inclusión de nuevos pasivos, sino que se excluyan los denunciados que fueron indebidamente incluidos, por lo que el préstamo en BANCOLOMBIA por la suma de $89.730.660,oo, al tratarse de una deuda nueva, ya no puede ser tenida en cuenta dentro del presente trámite. 
La misma suerte corre el crédito hipotecario en BBVA, pues dicha deuda fue denunciada en la diligencia de inventarios y avalúos y debido a la objeción de la parte demandante, fue retirada y se ordenó la devolución de los documentos, por lo que no se puede aprovechar esta etapa de objeciones como una nueva oportunidad para volver a insistir en ella, pues este no es el fin de la norma, cuyo objetivo principal, como se ha dicho, es que se excluyan del haber social activos y pasivos, nunca que se incluyan, mucho menos cuando dicha partida ya fue objeto de debate.
Y, en gracia de discusión, en caso de que se mirara la cuestión desde otra arista, tampoco podrían admitirse, pues, por un lado, no se denunciaron directamente por los acreedores, que son llamados a hacer valer sus créditos; y por el otro, no se acercaron los títulos que prestaran mérito ejecutivo para acreditar las deudas; simplemente se anexaron unos certificados de BANCOLOMBIA (f. 52) y del BBVA (f. 30) en los que constan algunas deudas, pero sin conocer la causa de su existencia. Recuérdese que la normativa aplicable es la del Código de Procedimiento Civil.
5. Ahora, en lo que tiene que ver con las compensaciones, también le asiste razón al juez de primer grado en sus dos apreciaciones. 
  
Por un lado, se quiere incluir una compensación derivada de pagos efectuados por la demandada, por concepto de administración, impuestos y arreglos varios, que se causaron después de la disolución de la sociedad patrimonial, cuando es claro que el inventario debe conformarse con aquellos activos y pasivos, además de las recompensas habidas al momento de dicha disolución, no con posterioridad a ella. Las obligaciones que surjan luego, bien lo dijo el funcionario, deben ventilarse por otros medios distintos al de la liquidación. 

  
Y por el otro, se entiende que las recompensas deben obedecer al menoscabo del patrimonio propio de uno de los cónyuges o compañeros permanentes, en beneficio del otro, o de la masa común, o al incremento del patrimonio propio con menoscabo del común, por lo que ellas pueden ser de la sociedad a los cónyuges o compañeros, de estos a la sociedad, o de ellos entre sí, como atinadamente señala la doctrina
. Y aquí basta decir que si la sociedad patrimonial se extendió entre julo de 2002 y enero de 2013, los pagos que se hubieran efectuado en ese interregno por parte de alguno de los compañeros, se entienden efectuados, a falta de prueba en contrario, con bienes sociales y no con bienes propios, lo que indica que el patrimonio mismo de la demandada no pudo haberse afectado. Probar que así fue, esto es, que para esos pagos utilizó sus bienes suyos y no los que de común se adquieren durante la sociedad y luego pasan a formar parte del haber, era carga suya que no cumplió. 

  
Y no se diga que la protesta que trae la alzada frente a las pruebas cambiaría este panorama, porque ellas tienen que ver, justamente,  con lo ya analizado, en el sentido de que se trata de obligaciones que fueron cubiertas durante la vigencia de la sociedad, o con posterioridad a su disolución. 
  
Trasunto del cual viene, que la decisión de primera instancia será confirmada. En esta sede las costas serán a cargo de la parte demandada y a favor del demandante. Se liquidarán ante el juez de primera instancia, como manda el artículo 366 del CGP.

  
Las agencias en derecho se fijarán en auto separado. 
  



DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el auto del 22 de agosto de 2017, proferido por el Juzgado Cuarto de Familia local, en este proceso de liquidación de sociedad patrimonial instaurado por Luis Javier Castañeda 
   



Costas en esta sede a favor del demandante y a cargo de la parte demandada. 

Notifíquese,

   



El Magistrado,
  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� MONTOYA OSORIO, Martha Elena y MONTOYA PÉREZ, Guillermo. Derecho De Familia, T. I., Jurídica Dikaia, 2013, Medellín, p. 543. 
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